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Decisión: Confirma 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN POR UNA ADMINISTRADORA DE RIESGOS LABORALES / ORIGEN DE SINIESTRO / PRESUPUESTO INDISPENSABLE DE LA TUTELA / EXISTENCIA DE LOS HECHOS ALEGADOS.
… los hechos aludidos por la parte accionante, confrontados con lo que explicara la accionada en su ejercicio de defensa, revelaron que no tuvo lugar en momento alguno la vulneración a los derechos fundamentales que reclama la tutelante, por cuanto la ARL Positiva le brindó una respuesta clara y congruente frente a lo pedido, indicándole a la señora Darley que esa entidad no cuenta con ningún tipo de reporte que dé cuenta de un suceso de origen laboral que sufriera su esposo hace 25 años, y para la Sala resulta claro que, sin elementos de prueba que demuestren lo contrario, no resuelta viable que tantos años después la actora pretenda que bajo el principio de la buena fe, sin aportar prueba ni siquiera sumaria, se acceda a sus pretensiones por vía de tutela. (…)
Bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente, como lo ha sostenido la Corte Constitucional: 

“En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   

“Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción…”
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida por parte de la señora DARLEY TANGARIFE BETANCURT, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, mediante el cual resolvió negar la acción de tutela promovida por la impugnante en contra de la ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS. 
ANTECEDENTES:
Relató la accionante que convivió en unión marital de hecho con el señor Francisco Javier Arredondo Ríos, de la que nacieron cuatro hijos; que él, mediante Decreto No.043 del 29 de diciembre de 1993 fue nombrado Inspector de Policía de la vereda “Cruces” del municipio de Balboa, Risaralda; posteriormente, el 04 de abril de 1995, en cumplimiento de sus funciones dentro de las instalaciones de la Inspección de Policía, fue asesinado con arma de fuego por un sujeto no identificado.
De acuerdo con la accionante, el señor Arredondo en vida se encontraba afiliado a la ARP del ISS que hoy es la Compañía POSITIVA ARL, ante la cual, el 05 de mayo de 2021 elevó a través de correo electrónico una petición para que se convocara una junta laboral para establecer el origen del evento en que falleció su compañero, ante lo cual, la ARL mediante Oficio No. SAL-202101005237235/ENT-2021 01 002 101625 del 10 de mayo de 2021 negó la solicitud, argumentando que en sus sistemas de información no se encuentra reportado ningún siniestro a nombre del señor Francisco Javier Arredondo Ríos, ni registros de notificaciones de origen de una EPS o AFP, además, le dijo que, de conformidad con el Decreto 1295 de 1994, todo accidente de trabajo que ocurra en una empresa o actividad económica deberá ser informado por el empleador dentro de los dos días hábiles siguientes a la ocurrencia del accidente. 
Sobre la anterior respuesta, la accionante consideró que la entidad solo emitió evasivas, pues de haberse omitido el reporte del accidente por parte del empleador, es decir, el municipio de Balboa, sería responsabilidad de este y no de ella, seguidamente señaló que no existen notificaciones de origen emitidas por una EPS o AFP porque en su momento la afiliación del señor Arredondo era al ISS que luego fue liquidado, de manera que no se pudo haber asignado a ninguna EPS, y además, indicó que de acuerdo con el Decreto 2463 del 20 de noviembre de 2001, en los casos en los que la EPS no efectuó la calificación de origen, la solicitud puede ser dirigida directamente a la ARL. 
En ese sentido, la accionante argumentó que la respuesta de la accionada constituye una violación a sus derechos constitucionales, al limitar el posible disfrute del derecho a la seguridad social en condiciones plenas, pues habría reconocimiento de una pensión de sobreviviente por accidente laboral con cargo al sistema de riesgos laborales.
PRETENSIONES:
Por los hechos anteriormente referidos, la accionante solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales a la seguridad social y al debido proceso y en consecuencia se ordene a la entidad accionada que en el marco de sus competencias, y en un término perentorio, procedan a efectuar el trámite de valoración del siniestro de su compañero. 
ANTECEDENTES PROCESALES:
- Admisión:

La acción de tutela fue admitida por el Despacho de primera instancia el día 21 de septiembre de 2021, ordenando notificar a la entidad accionada y correr traslado a la misma para que se pronunciara sobre los hechos narrados. 
- Intervenciones:
Dentro del término de traslado se recibió respuesta por parte de la entidad accionada. 
1. POSITIVA Compañía de Seguros:  Inicialmente refirió que en las bases de datos de la entidad no existe reporte de accidente de trabajo o enfermedad laboral perteneciente al señor Francisco Javier Arredondo Ríos, y que se evidenció que tampoco contó con afiliación ante esa Administradora de Riesgos Laborales, tal información le fue extendida a la accionante en la respuesta a su solicitud el 19 de mayo de 2021, por lo que se le indicó que no era procedente acceder a su pretensión, pues la entidad solo puede realizar el proceso de determinación de origen de evento o patología cuando sea reportado por la parte correspondiente o notificado por alguna de las entidades partícipes del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

Seguidamente, señaló que el extinto ISS no transfirió ningún documento que permitiera a la entidad saber que se produjo efectivo reporte de accidente de trabajo o enfermedad laboral, y tampoco se allegó documento alguno permitiendo establecer la recepción de notificación de determinación de origen en primera oportunidad producida por alguna entidad participe del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

En cuanto a la pretensión en sí, asumiendo que la determinación del evento tiene como trasfondo el reconocimiento de derechos económicos, la entidad consultó en la base de datos SISPRO, donde la accionante se encuentra en el Registro Único de Afiliados como pensionada en el Régimen de Prima Media, con tope máximo de pensión y tipo de prestación por sobrevivencia vitalicia en la entidad COLPENSIONES, lo que permite inferir que “sobrevivencia vitalicia riesgo común” con base en la presunción del artículo 12 del decreto 1295 de 1994 se considera como toda enfermedad, accidente o muerte que no haya sido de origen profesional. 

Por ello, POSITIVA indica que no es la entidad legitimada para actuar, pues de existir una vulneración se debe solicitar a COLPENSIONES que informe sobre el reconocimiento de la pensión tipo sobrevivencia vitalicia riesgo común, y si tiene relación con el evento mortal narrado en los hechos de la acción. 

Con base en lo expuesto, POSITIVA solicitó declarar improcedente la acción de tutela en contra de la entidad, y se proceda a la desvinculación de la misma por no haber vulnerado los derechos fundamentales de la accionante y en su lugar se vincule a COLPENSIONES.
- Sentencia de primera instancia: 
El 28 de septiembre de 2021, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, una vez efectuado el análisis fáctico de la situación, resolvió negar la acción de tutela interpuesta por la señora Darley Tangarife Betancurt.
Señaló el despacho que la entidad accionada no vulneró ni amenazó los derechos fundamentales de la señora Tangarife Betancurt, por cuanto emitió una respuesta íntegra y de fondo a la petición radicada por la accionante, de manera que, si bien la respuesta no fue favorable a los intereses de la peticionaria, tal situación por sí sola no configura una vulneración.

En cuanto a la pretensión de la accionante de determinar el origen del evento en el que falleció su compañero, para poder acceder a una pensión de sobreviviente por accidente laboral con cargo al sistema de riesgos laborales, el Juzgado consideró que al ser un asunto económico no es de competencia de la jurisdicción constitucional pues para ello existen otros instrumentos a utilizar ante la jurisdicción ordinaria laboral o ante la jurisdicción contencioso administrativa, de modo que al no acreditar que la acción busca evitar un perjuicio irremediable que tampoco está demostrado, no es procedente el amparo solicitado.
Finalmente, no se evidenció una justificación para la pasividad de la accionante para recurrir a la acción constitucional dado que el deceso de su compañero sucedió hace más de 26 años. 

En contra de la anterior decisión, la señora Darley Tangarife Betancurt como accionante, presentó dentro del término legalmente previsto el recurso de impugnación.

· Sinopsis de la impugnación:
En el escrito de impugnación la recurrente manifestó encontrarse inconforme con la decisión, pues según ella, no es cierto que se pretendan asuntos económicos pues no se busca el reconocimiento de la pensión propiamente dicha, sino la calificación del evento que terminó en el fallecimiento de su compañero permanente y se dictamine si fue de origen laboral o común, de modo que son dos trámites distintos y el reconocimiento y pago de la pensión no fue parte de la petición de la tutela.

En cuanto a la falta de inmediatez aducida por el Despacho por el tiempo pasado entre la fecha de fallecimiento de su compañero permanente y la radicación de su solicitud, manifestó que por tratarse de un derecho propio de la seguridad social procede la tutela en cualquier tiempo, por cuanto su vulneración de prolonga indefinidamente y es continua y actual, como lo ha determinado la Corte Constitucional en la sentencia SU 108 de 2018.
Por los argumentos mencionados, la accionante solicitó que se acceda a la petición invocada que corresponde únicamente a la valoración y calificación del evento a través de un dictamen.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico:
Acorde con los argumentos de disenso presentados por la señora Darley Tangarife Betancurt, debe determinar la Sala si hay lugar a revocar la decisión de primer grado, por constatar que no estuvo ajustada a derecho. 

3. Solución:
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Dicho amparo consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Sucede en este asunto que los hechos aludidos por la parte accionante, confrontados con lo que explicara la accionada en su ejercicio de defensa, revelaron que no tuvo lugar en momento alguno la vulneración a los derechos fundamentales que reclama la tutelante, por cuanto la ARL POSITIVA le brindó una respuesta clara y congruente frente a lo pedido, indicándole a la señora DARLEY que esa entidad no cuenta con ningún tipo de reporte que dé cuenta de un suceso de origen laboral que sufriera su esposo hace 25 años, y para la Sala resulta claro que, sin elementos de prueba que demuestren lo contrario, no resuelta viable que tantos años después la actora pretenda que bajo el principio de la buena fe, sin aportar prueba ni siquiera sumaria, se acceda a sus pretensiones por vía de tutela. 

En otras palabras, el análisis de este asunto quedaba restringido al derecho fundamental de petición, el que, insistimos, no fue quebrantado en momento alguno por parte de la accionada.  

De acuerdo con lo anterior, considera la Sala que la decisión del Juez de primer nivel estuvo atinada al abstenerse de conceder la protección que reclama la accionante en favor de su abuela, pues si bien afirma que la ARL Positiva le dio una respuesta evasiva a su petición, lo que se observa es que ella no respaldó sus afirmaciones de tal modo que pueda inferirse sin asomo de dudas que es necesaria la intervención de este Juez constitucional para proceder a dar las órdenes que pretende, especialmente si a esas aseveraciones se le contraponen los argumentos esgrimidos por parte de la accionada, los cuales no lucen carentes de sentido. 
Bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente, como lo ha sostenido la Corte Constitucional: 
“En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por la parte accionante, de acuerdo con ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, el 28 de septiembre de 2021, con ocasión de la acción de amparo promovida por la señora DARLEY TANGARIFE BETANCURT en contra de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y SE DISPONE el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado






Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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